
 

**********1 

VS. 

COMISIÓN DE DESARROLLO 

POLICIAL DE LA SECRETARÍA DE 

SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO 

EXPEDIENTE 791/2018 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a seis de marzo de dos mil 

veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que sobresee en el juicio al 

actualizarse la causal de improcedencia consistente en que la 

resolución impugnada fue consentida tácitamente, toda vez que 

no se promovió el juicio ante el este Tribunal  dentro del plazo 

legal.  

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

 

Término 

empleado: 

 

Ley, institución o concepto referido:  
 

Ley del Tr ibunal Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Tribunal Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 

del Estado de Baja California.  

Comisión Comisión de Desarrollo Policial de la 

Secretaría de Seguridad Pública del 

Estado. 

Ley de Seguridad Ley de Seguridad Pública del Estado de 

Baja California.  



 

Código procesal 

civi l  

Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Baja California.  

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El veintiséis de octubre de dos 

mil dieciocho, la parte actora presentó demanda de nulidad, 

señalando como acto impugnado la resolución emitida por la 

Comisión de Desarrollo Policial de la Secretaría de Seguridad 

Pública del Estado el cuatro de septiembre de dos mil die ciocho 

en el procedimiento administrativo número **********2. 

 

 II. Trámite de la demanda.- Mediante acuerdo dictado 

el treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho, se previno al 

actor a efecto de que exhibiera el acto impugnado, la 

constancia de notificación o manifieste bajo protesta de decir 

verdad que no recibió alguna, a que presente las pruebas 

documentales ofrecidas y exhiba copia de los documentales 

antes descritas, así como de su escrito aclaratorio para correr 

traslado. 

 

 Una vez cumplida la prevención, se admitió la 

demanda (foja 25 de autos), teniéndose por no presentados los 

motivos de inconformidad expresados en el escrito aclaratorio y 

ordenándose el emplazamiento de la Comisión ; acuerdo que fue 

recurrido por el actor quien interpuso recurso de reclamación 

contra la determinación de no tener por presentados los motivos 

de inconformidad; recurso que fue resuelto mediante resolución 

interlocutora de veintitrés de mayo de dos mil diecinueve (fojas 

393 a 396) en la que se resolvió confirmar el acuerdo recurr ido.

  

 

 La Comisión presentó su escrito de contestación de 

demanda, mismo que se admitió en auto de cuatro de marzo de 

dos mil  diecinueve (foja 383 de autos); posteriormente, la 

audiencia de pruebas y alegatos se celebró el veintiuno de 

febrero de dos mil veinte, conforme a lo dispuesto por el artículo 



 

80 de la Ley del Tribunal , por lo que se está en condiciones de 

resolver la controversia planteada.  

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Esta Primera Sala del Tribunal , 

con residencia en esta ciudad, es competente para conocer de 

la presente controversia, de conformidad a lo  dispuesto por los 

art ículos 1 y 22, fracciones I y IX , por tratarse de un juicio 

promovido contra un acto de carácter administrativo emanado 

de una Autoridad Estatal que versa sobre Miembros de las 

Instituciones Policiales del Estado, y porque la ubicació n del 

domicil io de la parte actora se encuentra dentro de la 

circunscripción territorial de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado.- El acto 

impugnado consiste en la resolución emitida por la Comisión  el 

cuatro de septiembre de dos mil dieciocho, dentro del 

procedimiento de responsabil idad administrativa número 

**********2. 

 

 En la referida resolución, se declaró acreditado el 

incumplimiento de las obligaciones imputadas al actor, 

específ icamente la establecida en el artículo 133, fracción XXXII 

de la Ley de Seguridad ,  de subsecuente inserción, al considerarse 

que el agente descuidó sus actividades encomendadas al 

recostarse sobre el escritorio de la caseta en que se encontraba 

vigilando, asociando que en la declaración vert ida por el sujeto 

a procedimiento alude a que se encontraba bajo tratamiento 

médico por un malestar en su espalda a causa de un accidente 

sufr ido con anterioridad, omitiendo informar a sus superiores de 

la lesión a efecto de considerar en las condiciones en que se 

encontraba en esos momentos y, en consecuencia, se le impuso 

sanción consistente en suspensión temporal del cargo por un 

periodo de cinco días hábiles.  

 



 

 “Art ículo 133. -  Con el  objeto de garant izar  el  cumpl imiento de 

los pr incip ios const i tucionales de legal idad, objet iv idad, ef iciencia, 

profes ional ismo, honradez y  respecto a los derechos humanos,  los 

integrantes de las Inst i tuciones Pol ic iales se sujetaran a las s iguientes 

obl igaciones:  

 

 [ . . .]  

 

 XXXI I .  Cumpl ir  y  hacer cumpl i r  con di l igencia las órdenes que 

reciba con mot ivo del desempeño de sus funciones,  evitando todo 

acto u omis ión que produzca def ic iencia en su cumpl imiento;”  

 

 La existencia del acto impugnado se demuestra con la 

copia certificada de la resolución referida  que obra en autos 

(visible a fojas 362 a 373 de autos), así como con el 

reconocimiento expreso de la autoridad emisora al contestar la 

demanda; documental pública que tiene pleno valor probatorio 

con fundamento en los artículos 285, fracción I I I ,  322, fra cción V, 

323, 400 y 405, del Código procesal civi l , de aplicación supletoria 

a la Ley del Tribunal en términos del párrafo tercero del artículo 

30 de la citada ley.  

 

 TERCERO. Método de estudio.-  En la presente resolución 

se omite la transcripción tanto de los motivos de inconformidad, 

al no haber s ido expresados por la parte actora así como de los 

argumentos defensivos expresados por la parte demandada en 

razón de que en el caso se actualiza la causal de improcedencia 

que será analizada en el siguiente considerando; sin que con ello 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a las partes, toda vez 

que no existe disposición jur ídica que constriña a realizar tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I I , de la 

Ley del Tribunal ,  impone el deber de que las sentencias que dicte 

el Tribunal  contengan los fundamentos legales en que se apoyen 

para dictar la resolución definitiva.  

 

 CUARTO. Causales de improcedencia.-  En su escrito de 

contestación de demanda (foja 35 de autos), la autoridad 

demandada señala que  los motivos de inconformidad hechos 

valer por la parte actora fueron presentados en forma 

extemporánea. 



 

 Sostiene que el actor los hizo valer mediante escrito de 

veintiséis de noviembre de dos mil  dieciocho, siendo que 

conforme a los artículos 45, primer párrafo y 47, fracción VII I  de 

la Ley del Tr ibunal , el plazo para la presentación de la demanda 

es de quince días contados a partir de que haya surtido efectos 

la notif icación del acto impugnado, por lo que las violaciones 

que el actor hizo valer en los motivos de inconformidad expuestos 

en el escrito de veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho son 

extemporáneos, dado que el actor presentó su demanda el 

veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, omitiendo hacer valer 

los motivos de inconformidad.  

  

 Al respecto, debe decirse que el anterior 

planteamiento ya fue materia de resolución como quedó 

expuesto en el segundo resultando de esta sentencia.  

 

 Sin perjuicio de lo anterior, toda vez que se trata de 

una cuestión de orden público y estudio preferente, se procede 

a analizar la causa de improcedencia advertida oficiosamente 

por este Tr ibunal.  

 

 En su escrito de demanda, el actor señaló como actos 

impugnados los siguientes: 

 

 “1) La resolución dictada dentro del  procedimiento de 

responsabil idad administrat iva **********2 ,  de fecha cuatro de 

sept iembre de 2018,  d ictada por la COMISIÓN DE DESARROLLO 

POLICIAL de la Secretar ía de Segur idad Públ ica del Estado de Baja 

Cal i forn ia, así  como todas sus consecuencias jur íd icas.  
 

 2) La i legal noti f icación pract icada al suscri to, de la resolución 

dictada  dentro del  procedimiento de responsabil idad administ rat iva 

**********2, de fecha cuatro de sept iembre de 2018, del índice de la 

Comis ión de Desarrol lo Pol ic ial  de la Secretar ía de Segur idad Públ ica 

del Estado .”  

 

 En acuerdo de veintiuno de enero de dos mil 

diecinueve (foja 26 de autos), la Sala tuvo como acto impugnado 

únicamente la resolución dictada en el procedimiento 

administrativo. 



 

 Por lo que hace a la notificación del acto impugnado, 

en su demanda el actor manifestó bajo protesta de decir verdad 

que no recibió notif icación alguna, y que fue el cuatro de 

octubre de dos mil dieciocho cuando tuvo conocimiento de la 

resolución impugnada. 

 

 En el acuerdo de prevención dictado el treinta y uno 

de octubre de dos mil dieciocho (foja 4 de autos), la Sala requirió 

al actor a efecto de que exhiba la constancia de notif icación del 

acto impugnado o manifieste bajo protesta de decir verdad qu e 

no recibió constancia alguna; lo que cumplió mediante escrito 

presentado el veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho en el 

que manifestó bajo protesta de decir verdad que no recibió 

notif icación alguna de la resolución impugnada (foja 6 de autos).  

 

 Sin embargo, al contestar la demanda, la autoridad 

demandada hizo valer que la resolución combatida le fue 

notif icada el tres de octubre de dos mil dieciocho (foja 35 de 

autos) y para acreditar su afirmación exhibió en copia certificada 

el procedimiento de responsabil idad administrativa **********2 

dentro del cual obran las constancias de notificación de la 

resolución impugnada a fojas 374 y 375 de autos, que constituyen 

documentales públicas de pleno valor probatorio conforme al 

art ículo 79 de la Ley del Tr ibunal , en relación con los artículos 285, 

fracción I I I ,  322, fracción V, 323 y 405 del Código procesal civi l ,  

de aplicación supletoria, con las que queda debidamente 

acreditado que la resolución impugnada le fue notificada al 

actor, previo citatorio, el  tres de octubre de dos mil  dieciocho.  

 

 El cuatro de marzo de dos mil diecinueve se admitió la 

demanda, con la que se corr ió traslado a la parte actora según 

obra constancia a foja 385, en el que se hace constar que el 

doce de marzo de dos mil diecinueve,  le fue entregada a su 

abogado autorizado una copia del procedimiento de 

responsabil idad administrativa de referencia, por lo que resulta 



 

indubitable que tuvo conocimiento de las referidas constancias 

sin que haya controvert ido la legalidad de la notificac ión 

efectuada, ni en su contenido ni valor probatorio, ni efectúa 

manifestación alguna en el sentido de desconocerlas, lo cual era 

necesario para desvirtuar dichas actuaciones, atento a que los 

actos de autoridad gozan de presunción de legalidad.  

 

 Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis emit ida 

por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito registrada con número de registro 229700, en la 

página 53 del tomo II, Segunda Parte-1, correspondiente al 

periodo de jul io a diciembre de mil novecientos ochenta y ocho 

del Semanario Judicial de la Federación, cuyo rubro y texto se 

reproducen. 

 

“ACTOS, PRESUNCION DE VALIDEZ DE LOS, EN EL  JUICIO DE NULIDAD. Si 

la actora no controvierte el  hecho en que apoya la autor idad 

demandada su resolución, consi stente en la fecha en que fueron 

noti f icados los crédi tos en cuest ión, debe prevalecer la presunción 

legal  de val idez contemplada, en favor de ese acto, en el  art ículo 68 

del Código Fi scal de la Federación, en los té rminos a que se contrae 

el  art ículo 218 del Código Federal  de Procedimientos Civi les,  puesto 

que la obl igación que pudiera haber correspondido a la autor idad 

demandada de acreditar  las fechas que invoca de noti f icación, de 

las cédulas de l iquidación,  exist i r ía solo en el  caso de que hubiera 

controvers ia respecto de tales acontecimientos.”  

 

 Una vez establecido de manera cierta, que al actor se 

le notificó la resolución impugnada el tres de octubre de dos mil 

dieciocho, procede realizar el cómputo del plazo previsto en el 

art ículo 45 de la Ley del Tr ibunal  a efecto de determinar si  la 

demanda fue presentada oportunamente dentro del plazo legal.  

 

 El artículo 45 de la Ley del Tribunal  impone que la 

demanda debe presentarse dentro de los quince días siguientes 

a aquel en que haya surtido efectos la notif icación de la 

resolución impugnada.  

 “ARTÍCULO 45. -  La demanda deberá formularse por escr i to y 

presentarse directamente ante la Sala correspondiente al  domici l io 

del actor o enviarse por correo cert if icado, dentr o de los quince días 

s iguientes, a aquel en que haya surt ido efectos la not if icación del 



 

acto o resolución impugnados, o al  d ía en que se haya tenido 

conocimiento del  mismo.”  

 

 Por su parte, conforme al artículo 179 de la Ley de 

Seguridad ,  las notificaciones surt irán sus efectos el día en que se 

practiquen. 

 

 “ARTÍCULO 179. -  Las not if icaciones surt i rán sus efectos el  día en 

que se pract iquen.”  

 

 Por lo anterior,  si  la resolución impugnada se notificó a 

la parte actora el tres de octubre de dos mil dieciocho  (foja 375 

de autos), notificación que surtió efectos el día en que se 

practicó, conforme a lo establecido en el art ículo 179 de la Ley 

de Seguridad , entonces, el plazo de quince días que establece 

el artículo 45 de la Ley del Tribunal  para la interposición de la 

demanda transcurrió del cuatro al veinticinco de octubre de dos 

mil dieciocho, de tal modo que si la demanda se presentó el 

veintiséis de octubre de dos mil  dieciocho, se concluye que su 

interposición fue extemporánea. Se i lustra lo anterior en la 

siguiente tabla, que se inserta para mayor claridad.  

 

OCTUBRE 2018 

D L M M J V S 

30 1 2 3 
N o t i f i c a c i ó n ;  

s u r t e  e f e c t o s  

4  

P r i m e r  d í a  
5  

S e g u n d o  d í a  
6 

7 8 
T e r c e r  d í a  

9 
C u a r t o  d í a  

10  
Q u i n t o  d í a  

11  

S e x t o  d í a  
12  

I n h á b i l  
13 

14 15  
S é p t i m o  d í a  

16  
O c t a v o  d í a  

17  
N o v e n o  d í a  

18  
D é c i m o  d í a  

19  
U n d é c i m o  

d í a  

20 

21 22  
D u o d é c i m o  

d í a  

23  
D é c i m o  

t e r c e r  d í a  

24  
D é c i m o  

c u a r t o  d í a  

25  
D é c i m o  

q u i n t o  d í a  

26  
P r e s e n t a c i ó n  

d e  d e m a n d a  

27 

28 29  
N o t i f i c a c i ó n  

30  
N o t i f i c a c i ó n  

31  
N o t i f i c a c i ó n  

1 2 3 

 

 SEXTO. Resolución.- En mérito de lo anterior, se 

actualiza la causal de improcedencia del juicio prevista en el 

art ículo 40, fracción I I , de la Ley del Tr ibunal , que establece que 

el juicio es improcedente contra resoluciones respecto de las 

cuales hubiere consentimiento tácito, toda vez que no se 

promovió juicio ante el tr ibunal en el plazo legal.  



 

 

 “ARTÍCULO 40. -  E l  ju ic io ante el  Tr ibunal Estatal  de Just ic ia 

Administ rat iva, es improcedente contra actos o resoluciones:  

 

 [ . . .]  

 

 IV.-  Respecto de las cuales hubiere consent imiento expreso o 

tácito,  entendiéndose por este úl t imo cuando no se promovió medio 

de defensa en los términos de las Leyes respect ivas o ju ic io ante el  

Tr ibunal de lo Contencioso Administrat ivo,  en los plazos de la Ley;”  

 

 Apoya lo anterior la tesis de la otrora Cuarta Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada con número 

de registro 382613 en la página 2374 del tomo XLV del Semanario 

Judicial de la Federación, que a continuación se reproduce.  

 

“ACTOS, CONSENTIMIENTO DE LOS. El  consentimiento de un acto puede 

ser expreso,  tácito o presunto; es expreso,  cuando de modo 

categórico se manif iesta conforme con él ,  el  quejoso; tácito, cuando 

se pide que se ejecute el  fal lo que es mater ia del  amparo,  y presunto, 

cuando no se  recurre en juicio de garant ías dentro de los 15 días que 

la ley señala, y cuando existe el  consentimiento expreso, no hay para 

que tomar en consideración s i  exi ste o no el  consentimiento presunto.”  

 

 Por tanto, al sobrevenir la causal de improcedencia a 

que se refiere el art ículo anterior, lo procedente es sobreseer en 

el juicio con fundamento en el artículo 41, fracción I I , de la Ley 

del Tribunal .  

 

 “ARTÍCULO 41. -  Procede el  sobreseimiento del  ju ic io:  

 

 [ . . .]  

  

 I I . -  Cuando durante el  ju ic io apareciere o sobrevin iere alguna 

de las causales de improcedencia a que se ref iere el  Art ículo 

anter ior ;”  

 

 No pasa inadvertido, que en su demanda, el actor 

solicita la aplicación de los principios pro persona, de mayor 

beneficio, presunción de inocencia, apariencia del buen 

derecho y peligro en la demora así como debido proceso y 

suplencia en la deficiencia de la quena y motivos de 

inconformidad, sin embargo al caso resulta improcedente su 

aplicación, puesto que al haberse presentado la demanda fuera 

del plazo legal el juicio deviene improcedente y en este sentido 

no es dable desconocer los presupuestos formales y materiales 



 

de admisibi l idad y procedencia de las acciones, los cuales no 

pueden ser superados con la mera invocación de esos principios.  

 

 Apoya lo anterior la jurisprudencia VI.3o.A. J/2 (10a.) 

del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 

Circuito con número de registro 2002861, consultable en la 

página 1241 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

correspondiente al mes de febrero de dos mil trece, l ibro XVII, 

tomo 2, de rubro y texto siguientes.  

 

“PRINCIPIO PRO HOMINE Y CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. SU 

APLICACIÓN NO IMPLICA EL  DESCONOCIMIENTO DE LOS PRESUPUESTOS 

FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA D E LAS 

ACCIONES.  E l  pr incip io pro homine y el  control  de convencional idad 

se encuentran tutelados por el  art ículo 1o. de la Const i tución Pol í t ica 

de los Estados Unidos Mexicanos,  a part i r  de la entrada en vigor  de su 

reforma publ icada en el  Diar io Oficial  d e la Federación el  10 de junio 

de 2011.  E l  pr incipio pro homine es apl icable en dos vert ientes, a 

saber,  el  de preferencia de normas y de preferencia interpretativa, 

el lo impl ica que el  juzgador deberá pr iv i legiar la norma y la 

interpretación que favorezca en mayor medida la protección de las 

personas.  Por su parte,  el  "control  de convencional idad" dispone la 

obl igación de los juzgadores de interpretar las normas relativas a los 

derechos humanos, de conformidad con la Const i tución y con los 

tratados internacionales de la mater ia, favoreciendo la protección 

más ampl ia a las personas.  Sin embargo, su apl icación no impl ica 

desconocer los presupuestos formales y mater iales de admisibi l idad y 

procedencia de las acciones, pues para la correcta y funcional  

administ ración de just icia y la efectiva protección de los derechos de 

las personas, el  Estado puede y debe establecer presupuestos y 

cr i ter ios de admisibi l idad de los medios de defensa, los cuales no 

pueden ser  superados,  por  regla general ,  con la mera invocación  de 

estos pr incipios rectores de apl icación e interpretación de normas.”  

 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los artículos 40, fracción IV, 41, fracción I I , y 

82, de la Ley del Tribunal , es de resolverse y se:  

    R E S U E L V E  

 

 ÚNICO.- Se sobresee en el presente juicio.  

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada.  

 

Así lo acordó la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 



 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este Tr ibunal y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de resolución en foja 2, 3, 5 y 6 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA SEIS DE MARZO DE DOS 

MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 791/2018 EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 11 (ONCE) FOJAS ÚTILES.------------------------------------------ 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A TRES DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.----------------------------------------- 

 


